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1. Urgencia de un código 
penal nacional 

Olga Islas de González Mariscal* 

SUMARIO: I. Necesidad de la unificación. II. El sistema del Código 
Penal; 2.1 Estructura de los códigos penales. III. Intentos de unifica-
ción. IV. Reformas. V. Puntualizaciones. 

I. Necesidad de la unificación 

La intención de unificar la legislación penal sustantiva de México no 
es nueva; es una pretensión que viene de antaño y que ha merecido la 
reflexión de un grupo numeroso de juristas. Las primeras manifesta-
ciones sobre este importante tema las suscribieron brillantes especia-
listas en la materia, fundadores de la Academia Mexicana de Ciencias 
Penales, desde hace más de siete décadas. 

La razón de esta intención obedeció, en ese entonces, a la dis-
persión normativa derivada de la vigencia de 29 códigos penales: 28 
de las entidades federativas, más el del Distrito y Territorios Federa-
les en materia de Fuero común y para toda la República en materia 
de fuero federal. 

Desde ese entonces el ilustre académico don Raúl Carrancá y 
Trujillo, principal impulsor de esta propuesta, manifestó: 

La multiplicidad de sistemas penales vigentes en el territorio de una 
misma nación, crea […] problemas ingentes de todo orden”; por tal 
razón, agregó que era urgente iniciar el proceso de elaboración de la 
“legislación unitaria” requerida por “la necesidad cada vez más urgen-
temente sentida de dirigir enérgica y científicamente la Política Cri-
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minal para toda la República, y de dar por fin vertebración segura a la 
lucha contra la delincuencia.1 

En esta línea de ideas apuntó, también, que “lo penal pertenece 
al orden público y esto no puede ser vario en un mismo país y en una 
misma sociedad humana”. 

Al correr el tiempo, la tesis unitaria se ha ido fortaleciendo. Se 
tiene muy claro que la pluralidad de ordenamientos penales (ahora 
son 33) impide el desarrollo de una política criminal científica y libe-
ral, propia de un Estado democrático de derecho que responda a las 
necesidades actuales de la realidad social de nuestro país. La falta de 
unidad legislativa penal fomenta la impunidad y auspicia el incremen-
to de la delincuencia. 

Sobre este tema son muchas las páginas que se han escrito, los 
iuspenalistas han realizado estudios muy completos. Han abordado las 
características del régimen federal y las consecuencias de este; asimis-
mo, han puntualizado sobre la adopción de un código penal único en 
países que (como España, Alemania, Suiza, Brasil y Venezuela, entre 
otros) mantienen un régimen federal. Y, sin ir más lejos, en México en 
el régimen federal tenemos un solo ordenamiento en materia laboral y 
uno en materia mercantil. 

En ideas del doctor Sergio García Ramírez: “la dispersión de fa-
cultades legislativas en el ámbito penal no es inherente a la organiza-
ción político-jurídica que supone un régimen federal”. Y agrega, con 
toda razón, que no existe un “modelo federal” rígido como patrón uni-
versal “al que deban acomodarse todas las concreciones nacionales”, 
ya que “es obvio que cada federación puede y debe adoptar fórmulas 
propias sobre su estructura y su desarrollo histórico, según sus con-
veniencias y al amparo de sus propias circunstancias…”. Al desalojar 
ese “mito”, reitera: “se abre la vía para que la unidad penal prospere 
en el interior de una federación”.2 

Los especialistas también han puesto su atención en los traba-
jos iniciados en Chile en 1963, que están encaminados a dar mayor 
uniformidad a la legislación penal en Latinoamérica a través de la 

1 Carrancá y Trujillo, R. (2007). Derecho penal mexicano. Parte general, Ed. 
Porrúa, México, pp. 149 y 151. 

2 Hacia la unidad de la legislación penal mexicana. Tendencias, avances y reza-
gos, derecho penal, 4ª ed. Porrúa, unam, México, 2015, p. 102. 
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elaboración de un Código Penal Tipo;3 asimismo, en los esfuerzos 
que la Unión Europea ha dedicado a la elaboración de un modelo que 
posibilite la armonización de los ordenamientos penales para todos 
los países que la integran. Además, han apuntado la forma jurídica de 
realizar la unificación y han dado respuestas precisas respecto de las 
objeciones que presentan los opositores de la unificación penal sobre 
específicos delitos, como el aborto, el abigeato y otros. 

Si al caos legislativo agregamos otro problema de graves dimen-
siones, como lo es la delincuencia organizada y transnacional que, por 
la violencia excesiva con que actúa, ha devastado nuestro país (nos ha 
ganado la guerra que se le declaró hace 11 años), la unidad legislativa 
penal se hace más urgente. 

II. El sistema del Código Penal 

1. Función del Código Penal** 

Un código penal —lo he destacado en varias ocasiones— no es, ni 
debe ser, un tratado de derecho penal. Tal afirmación no significa que 
los textos que conforman un código penal —particularmente los que 
integran la Parte General— deban estar exentos de conceptos teóri-
cos. Contrariamente, la normatividad penal debe nutrirse de las teorías 
más avanzadas de la ciencia del derecho penal, sin la adopción de 
tendencias doctrinarias que excluyan y limiten y, peor aún, cancelen 
la interpretación. 

Un código penal debe ser un sistema normativo elaborado con un 
lenguaje claro y preciso, sin vaguedades ni ambigüedades, para cum-
plir con el principio de certeza, que evite interpretaciones equívocas 
y pueda ser consultado de manera sencilla. Además: a) en su contexto 
normativo, debe ajustarse a la Constitución de la República y a la nor-
matividad de los instrumentos internacionales adoptados legalmente 
por nuestro país; b) en su contenido fáctico, ha de reflejar la realidad 

3 El acuerdo definitivo para iniciar los trabajos se tomó en el Instituto de Ciencias 
Penales de Chile, en 1962. En el desarrollo de los trabajos intervinieron varios miem-
bros de la Academia Mexicana de Ciencias Penales. La primera revisión plenaria se 
llevó a cabo el 16 de agosto de 1963. 

** Algunas de estas consideraciones ya se han expuesto y varios casos han sido 
publicados en capítulos de libros. 
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social para ser, realmente, una respuesta a las necesidades de la propia 
sociedad en los términos que determine la política criminal. 

Por ello, el ejercicio del ius puniendi legislativo propio de un Es-
tado democrático de derecho debe estar acotado por una serie de prin-
cipios que garanticen el respeto irrestricto de los derechos humanos 
e impidan la arbitrariedad. Dichos principios pueden concretarse en 
legitimidad, racionalidad, ponderación y legalidad.4 De ellos derivan 
otros, como los de acto, de bien jurídico, de culpabilidad, de propor-
cionalidad, etcétera. 

Es también importante tener presente que el Código Penal es un 
instrumento de control de las conductas antisociales, pero que por sí 
solo no es suficiente para solucionar los graves problemas de inse-
guridad generada por la delincuencia organizada y transnacional, la 
impunidad generalizada y la desbordada corrupción. 

2.1 Estructura de los códigos penales 

Por razones de técnica legislativa, los códigos penales (en su mayo-
ría), se han estructurado con dos grandes apartados: “Libro Primero” 
(o “Parte General”) y “Libro Segundo” (o “Parte Especial”). 

El Libro Primero (o Parte General) contiene los lineamientos teó-
ricos de aplicación general; es decir, los principios y reglas generales 
que, en lo conducente, complementan a todos y cada uno de los textos 
penales contenidos en el Libro Segundo y hasta en los inscritos en 
las denominadas leyes generales y especiales. Maurach anota que la 
Parte General del derecho penal tiene como objeto casi exclusivo “el 

4 a) El de legitimidad significa que toda norma penal general y abstracta debe 
sustentarse en una necesidad social, surgida de la real y actual comisión de conductas 
antisociales. b) El de racionalidad precisa que la elaboración de una norma penal 
general y abstracta debe estar precedida por una política de prevención no penal de la 
antisocialidad, lo cual es indicativo de que la norma penal debe ser el último recurso. 
c) El de ponderación postula que previamente a la elaboración de una norma penal 
deben ser evaluadas las consecuencias que podrían derivar de ella; si las consecuen-
cias van a ser conjeturablemente contraproducentes o ambivalentes, lo sensato es la 
no elaboración de las normas penales. d) El de legalidad señala que debe ajustarse 
el correspondiente proceso legislativo a las exigencias constitucionales que lo rigen. 
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estudio de la esencia del delito y de la pena, así como el de la relación 
entre ambas”.5 

La Parte Especial aloja los textos legales descriptivos de las ac-
tividades e inactividades humanas que el legislador prohíbe bajo la 
amenaza de una sanción penal. Es un catálogo de tipos penales y puni-
bilidades, cuya finalidad o función es la protección de bienes jurídicos 
que, por su jerarquía, se consideran indispensables para hacer viable 
la vida en sociedad y el desarrollo integral y democrático de la socie-
dad. La columna vertebral de este sistema normativo ha sido —y debe 
serlo— el bien jurídico, el cual, por otra parte, es el eje rector en la 
estructura de los tipos penales. La razón parece obvia: la ratio de las 
normas penales (tipos y punibilidades) es el bien jurídico. Con esta 
línea de ideas coinciden múltiples autores, entre otros: Welsel, Jes-
check, Roxin y Polaino Navarrete. Welsel indica que el “bien jurídico 
es un bien vital del grupo o del individuo que debido a su significación 
social es amparado jurídicamente”.6 Jescheck apunta: 

el bien jurídico constituye el punto de partida y la idea que preside la 
formación del tipo […] Son bienes jurídicos —agrega— aquellos inte-
reses de la vida de la comunidad a los que presta protección de Derecho 
Penal […] Hoy se admite que el bien jurídico constituye la base de la 
estructura e interpretación de los tipos.7 

Roxin manifiesta que los bienes jurídicos “son aquellos presu-
puestos indispensables para una pacífica y libre convivencia estatal en 
la que se respeten los derechos fundamentales”.8 Polaino Navarrete 
considera que el bien jurídico es un presupuesto básico para la justi-
ficación del ordenamiento penal: “El bien jurídico posee una trascen-
dencia consustancial en sus dimensiones dogmática y práctica”.9 En 
consecuencia, si el bien jurídico es el que justifica la creación de las 

5  Maurach, R. (1962). Tratado de derecho penal, t. I, Ariel, Barcelona, p. 5. 
6 Welsel, H. (1956). Derecho penal. Parte General, Roque de Palmar Editor, 

Buenos Aires, pp. 5 y 6. 
7 Jescheck, H.-H. (1981). Tratado de derecho penal. Parte General, vol. I, Bosch, 

Barcelona, pp. 350 y 351. 
8 Roxin, C. (2015). Política penal y política criminal. Cuestiones fundamentales 

para el nuevo sistema de justicia penal, Ed. Flores, México, p. 80. 
9 Polaino Navarrete, M. (2001). Fundamentos dogmáticos del moderno derecho 

penal, Porrúa, México, 2001, p. 189. 
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normas penales, parece razonable que la estructura del libro segundo 
de los códigos penales sea un reflejo de los bienes jurídicos en su dual 
perspectiva: el origen o procedencia genética y el rango valorativo de 
estos en la propia estructura. 

El criterio del bien jurídico, en su doble vertiente de origen gené-
tico y rango valorativo es, por otra parte, confirmado por los principios 
políticos y filosóficos que se encuentran implicados en todo Estado de 
derecho. En un Estado de derecho, lo esencial es el respeto absoluto 
de los derechos humanos o, más exactamente, del ser humano como 
unidad biopsicosocial, como fin en sí mismo. Esta primacía —aplica-
da a la normatividad penal— conduce, de manera ineludible, a la con-
clusión de que, en el Libro Segundo del Código penal, el primer lugar 
en la protección de bienes jurídicos corresponde, precisamente, a los 
bienes o intereses de las personas individualmente consideradas. Así, 
los seres humanos esplenden en el primer nivel de la estructura. El 
segundo nivel se reserva a los bienes que de manera inmediata tienen 
su origen en el individuo, es decir, a los bienes jurídicos concernien-
tes a la familia. En el tercer nivel han de situarse los bienes jurídicos 
que pertenecen a esa entidad colectiva que emerge de la interactividad 
entre familias, a saber, la sociedad. El cuarto nivel deberá dar cabida a 
los bienes jurídicos cuyo titular es el pueblo soberano. Finalmente, el 
quinto y último nivel será para los bienes jurídicos relacionados con 
el Estado y con la humanidad. 

Con esa directriz metódica resulta lógico dividir la normatividad 
penal que conforma la Parte Especial en cinco secciones, de acuerdo 
con los niveles antes señalados. 

La primera albergaría los delitos contra las personas; la segun-
da regularía los delitos contra la familia; la tercera se dedicaría a los 
delitos contra la sociedad; la cuarta incorporaría los delitos contra el 
pueblo soberano, y la quinta se integraría con los delitos contra la 
humanidad. 

III. Intentos de unificación 

Se han dado pasos adelante en cuanto a proscripción de la heteroge-
neidad penal; pasos que han correspondido, unos, al área académica, 
y otros, a la esfera gubernamental. 
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a) En el área académica se han realizado foros, seminarios, jornadas, 
mesas de trabajo y congresos para reflexionar sobre el tema. Destaca 
entre ellos el Congreso Internacional realizado en noviembre de 2004, 
organizado por el Instituto Nacional de Ciencias Penales, en coordi-
nación con el Instituto Max-Planck de Derecho Penal, la Fundación 
Konrad Adenauer y la Academia Mexicana de Ciencias Penales bajo 
el rubro general “Hacia la unificación del derecho penal. Logros y de-
safíos de la armonización y homologación en México y en el mundo”. 
En este congreso, en representación del Instituto Max-Planck, Hulrich 
Sieber, Hans-Jörg Albreche y Jan-Michael Simon afirmaron, con toda 
nitidez, que 

El fundamento de todo Derecho Penal es la claridad e inequivocidad 
de sus reglas y la falta [ausencia] de contradicciones en el sistema de 
normas […] este fundamento es abandonado cuando diferentes normas 
dirigidas hacia un mismo destinatario prevén distintas consecuencias 
para el mismo comportamiento social. (p. XXI) 

En ese congreso presenté una ponencia sobre los lineamientos de 
un código penal. En ese mismo evento académico participaron varios 
miembros de la Academia Mexicana de Ciencias Penales; entre ellos, 
el Dr. Ricardo Franco Guzmán y el Dr. Moisés Moreno. 

Por su parte, la Academia Mexicana de Ciencias Penales, de ma-
nera permanente y pública en toda clase de eventos académicos ha 
abanderado el tema. 

b) En el ámbito gubernamental, desde 1963, la Procuraduría General 
de Justicia del Distrito y Territorios Federales, presidida por el doctor 
Fernando Román Lugo, organizó el Segundo Congreso de Procurado-
res de Justicia de la República, y en él se dedicaron varias sesiones de 
trabajo al análisis de la dispersión normativa penal. En ese congreso 
presenté un estudio sobre el tema, en el que afirmé que “la diversidad 
de normas aplicables a una misma materia nunca será propicia para 
el desarrollo de una política criminal que responda a las necesidades 
de una sociedad determinada”.10 Una de las conclusiones del congreso 

10 “Conveniencia de uniformar la ley penal sustantiva y adjetiva en la República 
Mexicana”, Revista Mexicana de Derecho Penal, Segunda Época, No. 27, septiem-
bre, 1963, México. Ibidem, Revista de la Escuela Libre de Derecho, Año I, No. 4, 
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fue la de redactar un código penal tipo para toda la República, el cual 
fue redactado por una comisión. Desafortunadamente, en eso conclu-
yó el esfuerzo. 

En 2007 (9 de marzo), el Ejecutivo federal —mediante una Ini-
ciativa de Decreto enviada a la Cámara de Senadores— propuso, en-
tre otras reformas a la Constitución, una adición al artículo 73, en su 
fracción XXI, con el fin de facultar al Congreso para “expedir leyes en 
materia penal, procesal penal y de ejecución de sentencias”, aplicables 
en “toda la República por las autoridades de la Federación, los Esta-
dos y el Distrito Federal, así como determinar la competencia de cada 
una de ellas”. En la Exposición de Motivos se dijo que en la iniciativa 
se recogían: 

las propuestas presentadas por varios sectores sociales en el sentido 
de crear un solo ordenamiento en materia penal y procedimental penal 
[…] en razón de otorgar una mayor certeza a todos los habitantes del 
país y, al mismo tiempo, generar una coordinación de esfuerzos en la 
batalla contra la impunidad. 

Se resaltó, asimismo, que tales propuestas no invadían, “de nin-
guna forma, la soberanía de los estados que componen la Federación”. 

En 2012, se reavivó la pretensión unificadora de la legislación 
penal. El 1º de diciembre, el presidente de la República, en su primer 
discurso, manifestó que enviaría al Congreso de la Unión una inicia-
tiva de reforma constitucional que permitiere “contar con un solo Có-
digo Penal, y otro de Procedimientos Penales únicos y de aplicación 
nacional”. Idea que se recogió en el “Pacto por México”, suscrito por 
todos los partidos políticos, en 2013. 

Este trascendente pronunciamiento fue recibido con gran entu-
siasmo, no solo por los especialistas en la materia penal, sino por to-
dos aquellos sectores sociales preocupados por la justicia penal y la 
seguridad pública. Por su parte, la Academia Mexicana de Ciencias 
Penales manifestó públicamente su satisfacción por esa importante 
decisión anhelada por tantos años. 

junio de 1963, México. Ibidem, Criminalia. Academia Mexicana de Ciencias Penales, 
Año XXIX, No. 8, agosto, 1963, México y Memoria II Congreso Nacional de Procu-
radores, 1963, México. 
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Ante esa decisión presidencial, lo primero que procedía era re-
formar la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos para asignar las facultades concernien-
tes al Congreso de la Unión. 

Para tal efecto, se presentaron tres iniciativas con proyecto de 
Decreto: una, el 14 de febrero de 2013 (por el grupo parlamentario 
del pan); otra, el 9 de abril (por el mismo grupo), y una tercera, el 14 
de abril del mismo año (presentada por los senadores Areli Gómez 
González, del pri; Roberto Gil Zuarth, del pan, y Manuel Camacho 
Solís, del prd). En todas ellas se manifestó resistencia y, en diversos 
aspectos, hasta oposición a la unificación penal sustantiva.

La primera de ellas solo aludió al Código Único de Procedimien-
tos Penales y a los mecanismos alternativos de solución de contro-
versias. Respecto del Código Penal, precisó que “quedan a salvo los 
derechos que cada una de las legislaturas considere en esa materia”. 
La segunda fijó su posición afirmativa respecto “de una legislación 
adjetiva penal única y de ejecución de sanciones aplicable en todo el 
territorio nacional”, y subrayó la pertinencia de “que las legislaturas 
de los Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal conti-
núen legislando en cuestiones sustantivas penales”. 

Por su parte, la tercera iniciativa consideró, en primer lugar, re-
formar la fracción XXI del artículo 73 constitucional y en su propuesta 
apuntó diversas razones para excluir de esta reforma el Código Penal 
Único. Entre otras razones, aludió a la existencia de variadas necesi-
dades sociales en cada entidad federativa y al “mosaico plural de cos-
tumbres y tradiciones”. Y resaltó que la incidencia delictiva es muy 
variable y que las 32 entidades federativas enfrentan de hecho y de de-
recho realidades divergentes. No se pensó que al legislador le corres-
ponde recoger todas las figuras delictivas necesarias para responder 
a las necesidades de todas las entidades federativas, aunque algunas 
de estas figuras solo se apliquen en unos estados de la República y 
en otros no, como ocurre con el abigeato (que siempre se pone como 
ejemplo, al igual que el aborto). 

Por otra parte, aceptó que la “diversidad legislativa […] conlleva 
injusticias, mal funcionamiento de las instituciones e incluso resolu-
ciones contradictorias [respecto] del mismo problema”; no obstante, 
descartó la expedición de un código penal único y propuso expedir 
“una ley penal general que establezca las bases a las que deba sujetar-
se la legislación penal que expidan la Federación, las entidades fede-
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rativas y el Distrito Federal, dejándose a salvo la facultad de cada cual 
(sic) para establecer o excluir los tipos penales”. Esta última propuesta 
se descartó en el dictamen final del Senado. 

Es pertinente anotar que antes de que se presentara la segunda 
iniciativa, fechada el 9 de abril de 2013 (a la cual ya nos hemos re-
ferido), se presentó una iniciativa por parte de la diputada Zuleyma 
Huidobro González, del Partido Movimiento Ciudadano, en la que se 
proponía la expedición del Código Penal Único (consta en la Gaceta 
Parlamentaria del 19 de mayo de 2013). Como es sabido, esta inicia-
tiva no se debatió junto con las otras y el proceso legislativo siguió 
su curso. 

Después del estudio y debate correspondiente de las tres inicia-
tivas, la Cámara de Senadores, al aprobar la reforma constitucional 
del artículo 73, en la fracción XXI, inciso c), lamentablemente solo 
facultó al Congreso de la Unión para expedir la legislación única en 
materia procedimental penal, de mecanismos alternativos de solución 
de controversias y de ejecución de penas, “que regirán en la República 
en el orden federal y en el fuero común”, y dejó fuera al Código Penal 
Único para toda la República. 

El 29 de abril de 2013, el Senado turnó la Minuta a la Cámara de 
Diputados. Todavía, en ese momento, la Academia Mexicana de Cien-
cias Penales intentó que se reconsiderara la reforma y se incluyera el 
Código Penal. En un desplegado (publicado en el periódico Reforma, 
de fecha 20 de junio de 2013) manifestó: “Deploramos esta omisión 
e invitamos respetuosamente a los integrantes de ambas Cámaras le-
gislativas a reconsiderar la reforma aprobada por el Senado. Es in-
dispensable que México cuente, por fin, con un solo Código Penal”. 
Desafortunadamente, esta acción no tuvo éxito. 

El trabajo legislativo, finalmente, concluyó el 8 de octubre de 
2013. En tal virtud, continúan vigentes los 33 códigos penales y, por 
ende, la muy impertinente dispersión normativa en materia penal sus-
tantiva. 

iv. Reformas 

El ímpetu reformista se ha visto reflejado en los diversos códigos pe-
nales de las entidades federativas, por lo cual la heterogeneidad es 
mayor cada día. En su articulado se advierten hasta contradicciones 
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doctrinarias. Diversas reformas son meramente coyunturales, produc-
to de una política criminal desorientada. 

Un ejemplo ilustrativo es el Código Penal para el Distrito Federal 
(hoy Ciudad de México). En dicho ordenamiento abundan los artícu-
los bis, ter, quater, quintus y hasta sextus. Contiene, además, un gran 
número de artículos derogados que ocupan un espacio numérico. 

En la estructura de la Parte Especial, como en todos los códigos 
de los estados de la República, hay una ausencia total de método en 
la ordenación de títulos, capítulos y tipos penales. La estructura no 
obedece a la jerarquización de bienes jurídicos. 

Abonemos todas estas ideas con datos concretos. El Código Pe-
nal para el Distrito Federal11 entró en vigor a partir del 13 de noviembre 
de 2002. En 10 años de vigencia, de 2002 a 2012, se publicaron 61 de-
cretos de reforma12 que han generado la modificación de 126 artículos 
(más de la tercera parte de los 365 que integraban el ordenamiento en 
su inicio), de los cuales, 19 corresponden a la Parte General y 107 a la 
Parte Especial. Algunos de estos artículos han sido reformados más de 
tres veces, y uno de ellos, el 254, referente a “la pandilla, asociación 
delictuosa y delincuencia organizada”, ha sido modificado seis veces. 

Se han adicionado nueve capítulos a diferentes títulos, desfasan-
do la precisión del bien o bienes jurídicos que se pretenden proteger 
en cada título. Asimismo, se han agregado 37 artículos. 

En los cinco años posteriores, de 2013 a diciembre de 2017, la 
actividad legislativa ha decrecido un poco. Se han emitido 19 decretos 
de reforma que han recaído en 80 artículos, de los cuales 17 corres-
ponden a la Parte General y 63 a la Parte Especial. Se han agregado 
18 artículos y se han incorporado párrafos, fracciones e incisos para 
complementar las materias, sin la reflexión requerida. 

11  Publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, el 16 de julio de 2002. 
12 Fechas de publicación de los decretos en la Gaceta Oficial del Distrito Fede-

ral: 3-X-2002; 22-IV-2003; 15-V-2003; 13-I-2004, 27-I-2004, 29-I-2004, 04-VI-2004, 
06-IX-2004, 13-IX-2004, 15-IX-2004, 15-IX-2004, 06-X-2004, 20-XII-2004, 17-I-2005, 
13-V-2005, 22-VII-2005, 22-VII-2005, 22-VII-2005, 25-I-2006, 01-II-2006, 24-II-2006, 
19-V-2006, 09-VI-2006, 09-VI-2006, 09-VI-2006, 17-I-2007, 02-II-2007, 26-IV-2007, 
17-V-2007, 16-VIII-2007, 26-IX-2007, 21-XII-2007, 07-I-2008, 08-I-2008, 13-III-2008, 
10-IX-2009, 19-I-2010, 19-VII-2010, 19-VII-2010, 19-VII-2010, 19-VII-2010, 19-VII-
2010, 22-VII-2010, 20-I-2011, 16-II-2011, 18-III-2011, 15-VI-2011, 24-VI-2011, 27-VI-
2011, 08-VII-2011, 26-VII-2011, 18-VIII-2011, 03-IV-2012, 01-VI-2012, 06-VI-2012, 11-
VI-2012, 13-VI-2012, 06-VII-2012, 25-VII-2012, 03-VIII-2012, 27-XII-2012. 
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Como puede advertirse, las reformas recaídas sobre la Parte Ge-
neral no son numerosas. En 15 años sólo se han efectuado, sobre esta 
parte, 36 modificaciones. Ante esta situación, el Dr. García Ramírez 
ha manifestado: 

¿Cuáles serían, en efecto, los problemas técnicos o políticos para des-
echar la unidad en la parte general del código penal? ¿Qué particu-
laridades indeclinables recogerían los estados de la República, preci-
samente, en esa parte del ordenamiento? ¿Con qué fundamento y en 
qué dirección se plantearían soluciones particulares y no fórmulas de 
unidad, en temas tales como la aplicación de la ley penal, las reglas 
sobre los delitos y la responsabilidad, la tentativa y la consumación, la 
participación en el delito, las causas que excluyen la incriminación, los 
concursos, las penas y medidas, la aplicación de sanciones, la extinción 
de responsabilidad? ¿Es razonable conservar la diversidad de códigos 
en función de detalles o matices, invariablemente secundarios, en este 
conjunto de temas?13 

En cuanto a la Parte Especial, los cambios, entre adiciones, dero-
gaciones, incorporación de artículos (tipos penales) y modificación de 
denominaciones llegan en número a 170. 

V. Puntualizaciones 

Ante este panorama, es necesario puntualizar algunas cuestiones. 
a) En principio, es importante destacar el uso extremo del que ha sido 
objeto el derecho penal. De ser un derecho penal cercano al mínimo 
se ha convertido en un derecho penal máximo. El legislador crea tipos 
penales, amplía los existentes y eleva, irracionalmente, las penas. 

b) Por lo que respecta a las penas y, específicamente, en atención a la 
pena de prisión, el problema es grave. Se ha abusado de ella de mane-
ra absurda, sin considerar el criterio generalizado de los especialistas, 
consistente en que el incremento de las penas no resuelve el desbor-
damiento de la delincuencia. Por otro lado, se advierte una notoria 
disparidad de los mínimos y máximos de punibilidad en los distintos 

13 García Ramírez, S. (2015). Derecho penal, 4ª ed., unam-Porrúa, México, p. 312. 
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ordenamientos de los estados; y, en cuanto al incremento de los máxi-
mos, se ha llegado a extremos irrazonables que rompen radicalmente 
con el principio de proporcionalidad consagrado en la Constitución. 
Así, tenemos que solo en dos estados, Guanajuato y Michoacán, dicho 
máximo es de 40 años; en nueve,14 es de 50 años; en cinco,15 es de 60; 
en otros nueve estados16 es de 70; en Morelos, es de 80 años; los es-
tados que tienen más alto el máximo de punibilidad son: Oaxaca, con 
105, y Chiapas, 110. Además, en cinco,17 la prisión puede ser vitalicia. 

c) Con relación a los mínimos, la diversidad también es considerable: 
en once estados18 es de tres días; en San Luis Potosí es de un mes; en 
Guanajuato es de dos meses; en doce estados19 es de tres meses; en 
cuatro,20 de seis meses; en Veracruz no se indica el mínimo; y en dos 
estados de la República, Aguascalientes y Coahuila, no se determinan 
mínimos ni máximos de punibilidad en la Parte General. 

14 Baja California Sur, Campeche, Colima, Hidalgo, Querétaro, Quintana Roo, 
Tamaulipas, Yucatán y Zacatecas. 

15  Baja California, Nayarit, Nuevo León, Sonora y Tabasco. 
16 Chihuahua, Ciudad de México, Durango, Jalisco, Puebla, San Luis Potosí, 

Sinaloa, Tlaxcala y Veracruz. 
(El Código Penal del Estado de Chihuahua dispone, en el artículo 32: “La prisión 

consiste en la privación de la libertad personal. Puede ser temporal o vitalicia, según 
lo disponga este Código. En el primer caso, su duración no será menor de seis meses 
ni mayor de setenta años. En el segundo caso, se denominará cadena perpetua o pri-
sión vitalicia, y consiste en la privación de la libertad personal por todo el tiempo de 
vida del responsable del delito…”). (El Código Penal del Estado Libre y Soberano de 
Puebla prevé, en el artículo 41: “La sanción consistente en la privación de la libertad 
corporal será de tres días a setenta años. Sólo en los casos en que la Ley expresamente 
lo autorice, se podrá imponer prisión vitalicia…”). 

17 En Chihuahua, Estado de México, Puebla, Quintana Roo y Veracruz, la prisión 
es vitalicia (con las precisiones que se establece en los códigos de Chihuahua, Puebla 
y de Veracruz). 

Mínimos: 
18 Baja California, Campeche, Chiapas, Colima, Jalisco, Nuevo León, Oaxaca, 

Puebla, Querétaro, Sonora y Tamaulipas. 
19 Distrito Federal, Durango, Estado de México, Guerrero, Hidalgo, Morelos, 

Nayarit, Sinaloa, Tabasco, Tlaxcala, Yucatán y Zacatecas. 
20  Baja California Sur, Chihuahua, Michoacán y Quintana Roo. 
Homicidio: 
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d) Vale resaltar que ni siquiera en el homicidio, que tutela el bien 
jurídico de más alta jerarquía, hay uniformidad en las punibilidades. 
Así, vemos que: en Querétaro la punibilidad es de siete a 15 años de 
prisión, en Coahuila es de siete a 16 años, en siete estados21 y la Ciu-
dad de México es de ocho a 20, en Baja California es de ocho a 15, en 
Sinaloa es de ocho a 22, en tres estados22 es de 10 a 20, en el Estado de 
México y Yucatán es de 10 a 15, en Guanajuato y Quintana Roo es de 
10 a 25, en Hidalgo es de 10 a 30, mientras que en Jalisco es de 12 a 18, 
en cuatro estados23 es de 12 a 20, en el Código Penal Federal es de 12 a 
24, en dos estados24 es de 12 a 25, en Puebla es de 13 a 20, en Michoa-
cán y Morelos es de 15 a 30 y en otros dos estados25 es de 15 a 25 años. 

Adviértanse que el máximo de punibilidad fluctúa entre 15 a 30 
años de prisión. 

En el caso del feminicidio la situación no es diferente: en seis 
estados es de 20 a 50, en Sinaloa es de 22 a 50, en cuatro estados más 
es de 25 a 50, en Yucatán es de 30 a 40, en Nayarit es de 30 a 50, en tres 
estados y la Ciudad de México es de 30 a 60, en Tlaxcala es de 30 a 
70, en Colima es de 35 a 50, en Oaxaca es 50 a 60, en siete estados y el 
Código Penal Federal es de 40 a 60 y en cuatro es de 40 a 70. 

e) En esta heterogeneidad legislativa penal es importante considerar la 
vigencia de los diversos códigos penales, que también es muy variada, 
como podrá observarse en el cuadro siguiente. 

Entidad federativa Fecha de publicación 

Aguascalientes 20 de mayo de 2013 

Baja California 20 de agosto de 1989 

Baja California Sur 30 de noviembre de 2014 

Campeche 20 de julio de 2012 

Chiapas 14 de marzo de 2007 

21 Aguascalientes, Chiapas, Guerrero, San Luis Potosí, Sonora, Tabasco y Zaca-
tecas. 

22  Campeche, Nayarit y Veracruz. 
23  Durango, Baja California Sur, Tamaulipas y Tlaxcala. 
24  Chihuahua y Oaxaca. 
25  Colima y Nuevo León. 
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Continuación de tabla. 

Chihuahua 27 de diciembre de 2006 

Ciudad de México 16 de julio de 2002 

Coahuila 27 de octubre de 2017 

Colima 11 de octubre de 2014 

Durango 14 de junio de 2009 

Estado de México 20 de marzo de 2000 

Guanajuato 02 de noviembre de 2001 

Guerrero 01 de agosto de 2014 

Hidalgo 09 de junio de 1990 

Jalisco 02 de septiembre de 1982 

Michoacán 17 de diciembre de 2014 

Morelos 09 de octubre de 1996 

Nayarit 06 de septiembre de 2014 

Nuevo León 26 de marzo de 1990 

Oaxaca 09 de agosto de 1980 

Puebla 23 de diciembre de 1986 

Querétaro 23 de julio de 1987 

Quintana Roo 29 de marzo de 1991 

San Luis Potosí 29 de septiembre de 2014 

Sinaloa 28 de octubre de 1992 

Sonora 24 de marzo de 1994 

Tabasco 05 de febrero de 1997 

Tamaulipas 20 de diciembre de 1986 

Tlaxcala 31 de mayo de 2013 

Veracruz 07 de noviembre de 2003 

Yucatán 30 de marzo de 2000 

Zacatecas 17 de mayo de 1986 

Fuente: Poderes Legislativos y Gacetas oficiales de las entidades federativas. 

Los datos contenidos en el cuadro nos dan una idea de la multi-
plicidad de reformas que contienen los códigos más antiguos y de las 
variaciones que habrá en los nuevos, lo que tiene como resultado que 
la justicia sea desigual en todos los estados de la República. 
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f) Es pertinente, también, hacer referencia a una cuestión que, aunque 
tiene estrecha relación con el tema del bien jurídico (abordado en pá-
ginas anteriores), preferimos destacarlo en este espacio. 

Se ha puntualizado que en la Parte Especial de los códigos pe-
nales se refleja claramente la ideología, la cultura y hasta el régimen 
político y económico que rigen en el lugar de origen del ordenamiento 
penal. En un Estado de derecho, como el mexicano, es primordial el 
respeto irrestricto de los derechos humanos protegidos de manera fun-
damental, tanto en la Constitución federal como en la normatividad 
internacional. 

Ante esta situación no es imaginable que, en este momento, exis-
tan ordenamientos penales que no le otorguen relevancia primordial 
al principio pro personae,26 y le den prioridad a la ideología estatista 
que nutrió a diversos códigos penales de principios del siglo xx que 
tutelaron, en primer lugar, los delitos contra la seguridad de la nación 
o del Estado, como se verá en los cuadros siguientes. 

Códigos que regulan en el Título Primero de la Parte Especial 

los delitos relacionados con el Estado: 

Estado de México 
Título Primero 

Delitos contra el Estado 

Jalisco 
Título Primero 

Delitos contra la seguridad interior del Estado 

Nayarit 

Título Primero 

Capítulo I 

Delitos contra el orden constitucional del Estado 

y su integridad territorial 

Nuevo León 
Título Primero 

Delitos contra la seguridad interior del Estado 

Oaxaca 
Título Primero 

Delitos contra la seguridad interior del Estado 

26 Consagrado en el párrafo segundo del artículo 1º de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 
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Continuación de cuadro. 

Puebla 

Capítulo Primero 

Delitos contra el orden constitucional y la 

seguridad del Estado 

Sonora 
Título Primero 

Delitos contra la seguridad del Estado 

Tamaulipas 
Título Primero 

Delitos contra la seguridad del Estado 

Tlaxcala 
Título Primero 

Delitos contra la seguridad del Estado 

Yucatán 

Título Primero 

Delitos contra el orden constitucional y la 

seguridad del Estado 

Zacatecas 

Título Primero 

Delitos contra la seguridad interior del Estado y su 

integridad territorial 

Fuente: Códigos penales de las entidades federativas obtenidos de sus respectivos 
Congresos. 

Códigos que regulan en el Título Primero de la Parte Especial 

los delitos contra la vida: 

Aguascalientes 

Título Primero 

Capítulo I 

Tipos penales protectores de la vida 

y la salud personales 

Baja California 
Título Primero 

Delitos contra la vida y la salud personal 

Baja California Sur 
Título Primero 

Delitos contra la vida y la integridad corporal 

Campeche 
Título Primero 

Delitos contra la vida y la integridad corporal 

Chiapas 

Título Primero 

Delitos contra la vida, la integridad corporal, 

la dignidad humana de las mujeres y contra el 

derecho a una vida libre de violencia 
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Continuación de cuadro. 

Chihuahua 
Título Primero 

Delitos contra la vida y la integridad corporal 

Ciudad de México (antes 

Distrito Federal) 

Título Primero 

Delitos contra la vida, la integridad corporal, la 

dignidad y el acceso a una vida libre de violencia 

Coahuila 
Título Primero 

Delitos contra la vida 

Colima 
Título Primero 

Delitos contra la vida y la salud personal 

Durango 

Título Primero 

Delitos contra las personas 

Subtítulo Primero 

Delitos contra la vida y la integridad corporal 

Guanajuato 
Título Primero 

De los delitos contra la vida y la salud personal 

Guerrero 
Título Primero 

Delitos contra la vida y la integridad corporal 

Hidalgo 
Título Primero 

Delitos contra la vida y la salud personal 

Michoacán 
Título Primero 

Delitos contra la vida y la integridad corporal 

Morelos 
Título Primero 

Delitos contra la vida y la integridad física 

Querétaro 
Título Primero 

Delitos contra la vida y salud personal 

Quintana Roo 
Título Primero 

Delitos contra la vida y la salud personal 

San Luis Potosí 
Título Primero 

Delitos contra la vida y la integridad corporal 

Sinaloa 
Título Primero 

Delitos contra la vida y la salud personal 
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Continuación de cuadro. 

Tabasco 
Título Primero 

Delitos contra la vida y la salud personal 

Veracruz 
Título I 

Delitos contra la vida y la salud personal 

Fuente: Códigos penales de las entidades federativas obtenidos de sus respectivos 
Congresos. Esto lo dije en mi ponencia “Comentario sobre los delitos contra la vida 
y la integridad corporal” en la Memoria de las Cuartas Jornadas sobre Justicia Penal, 
Temas de Derecho Penal, Seguridad Pública y Criminalística, coordinadores: García 
Ramírez, Sergio, Islas de González, Olga y Vargas Casillas, Leticia, unam-iij, Méxi-
co, 2005. 

Por todas estas razones considero —en concordancia con un 
número considerable de iuspenalistas y, muy especialmente, con los 
miembros de la Academia Mexicana de Ciencias Penales— que no se 
debe claudicar en este propósito. Es indispensable elaborar el Código 
Penal Nacional para evitar los problemas antes anotados. 
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